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Carta de fecha 21 de marzo de 2005 dirigida al Presidente del
Consejo de Seguridad por el Presidente del Comité del Consejo
de Seguridad establecido en virtud de la resolución 1373 (2001)
relativa a la lucha contra el terrorismo

Tengo el honor de referirme a la carta de mi predecesor de fecha 7 de noviem-
bre de 2002 (S/2002/1233). El Comité contra el Terrorismo ha recibido el informe
complementario, adjunto, de la República Unida de Tanzanía, presentado con arre-
glo al párrafo 6 de la resolución 1373 (2001) (véase el anexo). Le agradecería se
sirviera hacer distribuir la presente carta y su anexo como documento del Consejo
de Seguridad.

(Firmado) Andrey I. Denisov
Presidente del Comité del Consejo de Seguridad

establecido en virtud de la resolución 1373 (2001)
relativa a la lucha contra el terrorismo
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Anexo
Nota verbal de fecha 17 de marzo de 2005 dirigida al Presidente
del Comité contra el Terrorismo por la Misión Permanente de la
República Unida de Tanzanía ante las Naciones Unidas

La Misión Permanente de la República Unida de Tanzanía ante las Naciones
Unidas saluda atentamente al Presidente del Comité y tiene el honor de incluir adjunto
el informe complementario de la República Unida de Tanzanía (véase el apéndice).
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Apéndice
Informe complementario presentado por la República Unida
de Tanzanía al Comité del Consejo de Seguridad establecido
en virtud de la resolución 1373 (2001) relativa a la lucha
contra el terrorismo

Párrafo 1, apartado a)

¿Tiene fuerza de ley la “circular administrativa” del Banco de Tanzanía sobre
el blanqueo de dinero? En particular, ¿cuál es la base legal de las “multas admi-
nistrativas” impuestas en dicha circular a los bancos y demás instituciones finan-
cieras y a los “empleados culpables”?

El Banco de Tanzanía emitió la circular administrativa No. 8 sobre fiscaliza-
ción del blanqueo de dinero el 30 de junio de 2000. La circular en sí no tiene fuerza
de ley. Pero, recurriendo a la interpretación de las disposiciones pertinentes de la
Ley de instituciones bancarias y financieras, de 1991, podría decirse que tiene res-
paldo legal. El artículo 17 de la Ley de instituciones bancarias y financieras autoriza
al Banco de Tanzanía a supervisar todos los bancos e instituciones financieras de la
República Unida de Tanzanía. El párrafo 1 del artículo 17 dice:

“No obstante lo dispuesto en cualquier otra ley, la facultad de supervi-
sión, fiscalización y reglamentación de todos los bancos e instituciones finan-
cieras de la República Unida queda atribuida al Banco de Tanzanía, el cual, a
los efectos de la presente ley y sin perjuicio del carácter general de la facultad
atribuida, estará autorizado a:

c) Exigir a cualquier banco o institución financiera, en el plazo que
estipule, el suministro de cualquier información o el cumplimiento de cual-
quier orden, directiva o decisión del Banco dictada con arreglo a las atribucio-
nes que le confiere la presente ley o la Ley del Banco de Tanzanía;

d) Exigir a cualquier banco o institución financiera que presente in-
formes periódicos por escrito en los plazos y en la manera que determine el
Banco.”

Este artículo de la ley, mediante su interpretación, proporciona respaldo legal a
la circular No. 8.

La base jurídica para las “multas administrativas” impuestas por la circular
No. 8 a los bancos y demás instituciones financieras y a los “empleados culpables”
proviene del párrafo 2 del artículo 17 de la Ley de instituciones bancarias y finan-
cieras, de 1991, que dice:

“Si un banco o institución financiera infringe o incumple lo dispuesto en
el apartado c) del párrafo 1 del presente artículo, podrá ser condenado a una
multa, así como todo empleado culpable.”

Como ya se ha dicho, el respaldo legal de la circular No. 8 no está expresado
específica o directamente, sino que se determina por inferencia. Al haberse adverti-
do esta laguna, se presentará en breve al Parlamento un proyecto de ley para modifi-
car la Ley de instituciones bancarias y financiera.
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El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información y particulares
sobre la obligación de comunicar transacciones sospechosas a que se hace referen-
cia en el anterior informe de Tanzanía y una indicación de lo que constituye una
“transacción sospechosa” en ese contexto.

Según lo dispuesto en el apartado g) del artículo 4 de la circular No. 8 sobre fis-
calización del blanqueo de dinero, las instituciones a que se refiere están obligadas a
establecer una lista de transacciones sospechosas y comunicarla sin demora a los or-
ganismos encargados de la aplicación de la ley, tras consultar al Banco de Tanzanía.

A continuación se ofrecen particulares de algunas de las transacciones sospe-
chosas comunicadas por los bancos e instituciones financieras desde que entró en
vigor la circular:

1) Catorce remesas de diversas personas de Taiwán, por importe de
101.220 dólares, por Money Gram. Las remesas se hicieron entre el 19 de febrero y
el 9 de abril de 2004; se suscitaron sospechas por la frecuencia e importe de las
transferencias;

2) Varios depósitos de elevada cuantía hechos por un cliente (que solía tener
un saldo mínimo de 10.000 chelines) por importe de 500.000 a 2 millones de cheli-
nes y seis transferencias desde Zambia por importe de 20 a 52 millones de chelines.
El cambio repentino en la pauta y volumen/importe de los depósitos suscitó las sos-
pechas de la institución.

3) El 6 de mayo de 2003 se abrió una nueva cuenta y el 22 de agosto dicha
cuenta recibió 259.390,40 dólares de los EE.UU. del Banco Árabe de Omán por
conducto del Citibank de Nueva York. La cantidad se consideró lo bastante inhabi-
tual/elevada como para justificar sospechas.

4) Dos cuentas habían venido funcionando con un saldo medio de 20.000 y
1,34 millones de chelines. Los días 12 y 15 de julio de 2003, el cliente depositó 13 y
100 millones de chelines, respectivamente. Según dijo, esos fondos procedían de la
venta de bienes. Sin embargo, la cantidad se consideró demasiada elevada para las
cuentas.

5) El 15 de diciembre de 2003 un cliente de una institución recibió 89.975
dólares de los EE.UU mediante transferencia bancaria hecha el mismo día por con-
ducto de CitiDirect Online. El depósito más alto hecho en esta cuenta desde junio de
2000 era de 9,75 millones de chelines. Se consideró inhabitual para esta cuenta el
referido depósito de 89.975 dólares, que equivale a 95,55 millones de chelines.

El Banco de Tanzanía , las instituciones que comunicaron estos casos y los or-
ganismos encargados de la aplicación de la ley trabajaron conjuntamente y en cola-
boración al respecto.

¿Están obligados los intermediarios financieros que no sean bancos e institu-
ciones financieras (por ejemplo, abogados o corredores) a comunicar las transac-
ciones sospechosas a las autoridades competentes? De ser así, ¿qué sanciones se
imponen a quienes no lo hacen?

La Ley de prevención del terrorismo, No. 21, de 2002, dispone que toda per-
sona está obligada a comunicar las transacciones sospechosas relacionadas con actos
terroristas a las autoridades competentes. El incumplimiento de esta obligación se
sanciona con una pena de cárcel de 2 a 5 años (artículo 40).
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Con arreglo a esa misma ley, toda persona está obligada a revelar información
relativa a los bienes de los terroristas o a los bienes utilizados para la perpetración
de delitos. El incumplimiento de esta obligación se sanciona con una pena de cárcel
no inferior a 12 meses.

Sin embargo, en virtud de las enmiendas propuestas a la Ley de producto del
delito, los intermediarios financieros (por ejemplo, abogados y corredores) están
obligados a comunicar las transacciones sospechosas a las autoridades competentes.

¿Tiene fuerza de ley la directiva emitida por el Banco de Tanzanía en relación
con el bloqueo y congelación de cuentas y bienes pertenecientes a individuos y enti-
dades vinculados al terrorismo?

No hay un sola directiva concerniente al bloqueo y congelación de cuentas y
bienes pertenecientes a individuos y entidades vinculados al terrorismo. Siempre
que el Banco de Tanzanía recibe una lista con nombres de individuos y/o entidades
vinculados al terrorismo, emite una nueva circular con esos nombres y da instruc-
ciones a los bancos e instituciones financieras para que examinen sus registros a fin
de determinar si tienen cuentas o activos pertenecientes a esas personas o entidades.
De ser así, los bancos e instituciones financieras deben bloquear y congelar esas
cuentas o activos. Todos los bancos e instituciones financieras están obligados a in-
formar al Banco de Tanzanía, con independencia de que tengan, o no, relación con
los nombres incluidos en las listas. Los bancos e instituciones financieras también se
comprometen a informar al Banco de Tanzanía de todo intento de los individuos y
entidades incluidos en las listas por establecer relación con ellos.

Estas directivas no tienen en sí mismas fuerza de ley, pero sí gozan de respaldo
legal por inferencia del artículo 17 de la Ley de instituciones bancarias y financie-
ras, de 1991, mencionada anteriormente. Se espera que las enmiendas propuestas a
esa ley, así como el proyecto de ley contra el blanqueo de dinero proporcionen un
apoyo claro y directo a esas directivas.

¿Se limita la aplicación de esa directiva a “los individuos y empresas vincula-
dos con el terrorismo según la lista establecida por el Gobierno de los Estados Uni-
dos de América”? ¿Puede aplicarse en general a los individuos y entidades de los
que pueda demostrarse que tengan vínculos terroristas, sin estar incluidos en lista
alguna?

Se emite una directiva separada siempre que se recibe del Gobierno de los Es-
tados Unidos una lista de nombres. La aplicación de esas directivas se limita a los
nombres incluidos en las listas. No se pueden aplicar de manera general a los indi-
viduos y entidades de los que pueda demostrarse que tengan vínculos terroristas, pe-
ro que no estén incluidos en lista alguna. Cuando un banco o institución financiera
se encuentra ante una situación semejante, tiene que comunicarlo inmediatamente
como “transacción sospechosa” con arreglo a lo dispuesto en la circular No. 8.

El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información sobre:

• El examen de la circular sobre congelación y bloqueo de cuentas.

Como se ha dicho anteriormente, no hay una sola circular sobre la congelación
y bloqueo de cuentas. Para cada nueva lista, se emite una nueva directiva o circular
destinada a todos los bancos e instituciones financieras.
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El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información sobre:

• Las consultas relativas al propuesto establecimiento de una dependencia de
información financiera y las medidas adoptadas al respecto.

En las enmiendas propuestas a la Ley del producto del delito está previsto el
establecimiento de una dependencia de información financiera.

Párrafo 1, apartado b)

¿Qué constituye una “organización criminal” a los efectos de la Ley de repre-
sión de la delincuencia económica y de la delincuencia organizada, de 1984? ¿Có-
mo se aplica concretamente esa ley, la Ley de producto del delito, de 1991, o cual-
quier otra ley relativa a la financiación del terrorismo, sobre todo en los casos en
que el dinero y otros recursos obtenidos por medios legítimos están destinados, o
cabe razonablemente sospechar que lo están, a ser utilizados con fines terroristas?

Organización criminal

Con arreglo al artículo 2 de la Ley de represión de la delincuencia económica
y de la delincuencia organizada, por “organización criminal” se entiende “toda com-
binación de personas o empresas que mantengan, o tengan el propósito de mantener,
un comportamiento, ya sea aislado, ocasional o continuo, que esté tipificado como
delito por la presente Ley”.

La Ley de represión de la delincuencia económica y de la delincuencia organi-
zada y la Ley del producto del delito guardan silencio sobre los bienes. Sin embar-
go, la Ley de prevención del terrorismo prohíbe concretamente el suministro u ob-
tención de fondos y bienes de cualquier fuente para la financiación del terrorismo,
como se indica a continuación:

Artículo 13:

“Toda persona que suministre u obtenga por cualquier medio, directa o
indirectamente, cualquier fondo con la intención de que sea utilizado total o
parcialmente para perpetrar un acto terrorista, o que sepa o tenga motivos ra-
zonables para pensar que así va a utilizarse, es culpable de delito y podrá ser
condenada a una pena de 15 a 20 años de cárcel.”

Artículo 14:

“Toda persona que, de manera directa, obtenga bienes o proporcione, in-
vite a otra persona a proporcionar o facilite bienes o servicios financieros o de
otra índole:

a) Con la intención de que sean utilizados, total o parcialmente, para
perpetrar o facilitar la perpetración de un acto terrorista o para beneficiar a
cualquier persona que vaya a perpetrar o facilitar la perpetración de un acto te-
rrorista o

b) Sabiendo que serán utilizados, total o parcialmente, por un grupo
terrorista o que le beneficiarán,

es culpable de delito y podrá ser condenada a una pena de 20 a 25 años de
cárcel.”
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Artículo 15:

“Toda persona que

a) Utilice bienes, de manera directa o indirecta, total o parcialmente,
para perpetrar o facilitar la perpetración de un acto terrorista; o

b) Posea bienes con la intención de que sean utilizados o sabiendo que
van a ser utilizados, de manera directa o indirecta, total o parcialmente, para
perpetrar o facilitar la perpetración de un acto terrorista,

es culpable de delito y podrá ser condenada a una pena de 15 a 20 años de
cárcel.”

Párrafo 1, apartado c)

Sírvanse detallar las disposiciones de la Ley del producto del delito, de 1991,
y la Ley de asistencia recíproca en cuestiones penales, de 1991, relativas a la con-
gelación de cuentas.

Las enmiendas propuestas a la Ley del producto del delito, de 1991, prevén la
congelación de cuentas, pero todavía no han entrado en vigor.

• ¿Con qué rapidez puede obtenerse un interdicto con arreglo a la parte V de la
Ley del producto del delito, de 1991?

Los artículos 38 y 39 de la Ley del producto del delito, de 1991, dicen que un
tribunal puede decretar un interdicto cuando lo estime oportuno o por solicitud del
Fiscal General. El artículo 39 establece las circunstancias en que el tribunal puede
decretar un interdicto y son esas circunstancias las que determinan con qué rapidez
puede adoptarse esta medida. Entre esas circunstancias están las siguientes:

i) Cuando el tribunal determine que el delito de que se trate es un delito es-
pecialmente tipificado;

ii) Cuando el delito de que se trate sea un delito grave, pero no especial-
mente tipificado, en cuyo caso el tribunal dictará, con arreglo a lo dispuesto en
esa parte, un interdicto respecto de los bienes, salvo que considere que esto es
contrario al interés público;

iii) Cuando el acusado no haya sido declarado culpable del delito de que se
trate, el tribunal sólo dictará una orden de recuperación, salvo que la solicitud
del interdicto venga apoyada por una declaración jurada de un agente de poli-
cía en la que se diga que el acusado cometió el delito, y el tribunal esté con-
vencido, habida cuenta del contenido de dicha declaración de que hay motivos
razonables para pensar que así sea;

iv) Cuando la solicitud se haga en espera de la formulación de cargos, salvo
si el tribunal tiene motivos para pensar que la imputación de ese delito o de un
delito conexo tendrá lugar en el plazo de 48 horas.
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¿Hay alguna disposición relativa a la congelación de cuentas y la restricción
de transacciones con los bienes durante las investigaciones y la formulación de
cargos?

El apartado a) del párrafo 5 del artículo 12 de la Ley de prevención del terro-
rismo, de 2002, dispone la congelación de fondos y activos. El artículo 35 de la Ley
del producto del delito dice que los bienes incautados durante las investigaciones o
después de éstas estarán a cargo del Inspector General de Policía o de otro funciona-
rio con autorización escrita y se adoptarán todas las medidas razonables para con-
servarlos hasta que se necesiten a los efectos de la ley o se disponga de ellos con
arreglo a la ley.

El artículo 44 de la Ley de procedimiento penal, de 1985, dispone la incauta-
ción de los bienes durante la investigación, hasta la conclusión del caso o de la in-
vestigación, así como la adopción de medidas razonables para su conservación.

La parte VI de la Ley de asistencia recíproca en cuestiones penales, de 1991,
dispone la confiscación de bienes durante las investigaciones y la formulación de
cargos. El artículo 351 de la parte IX de la Ley de procedimiento penal dispone
también la confiscación de bienes.

Párrafo 1, apartado d)

¿Qué leyes y medidas prácticas de control y vigilancia existen para garanti-
zar que los fondos y otros recursos económicos obtenidos con fines religiosos,
caritativos o culturales no se desvíen a otros fines, en especial para financiar el
terrorismo?

Véase lo dicho en relación con el apartado b) del párrafo 1.

Sírvanse indicar las leyes y procedimientos disponibles para reglamentar otros
sistemas de remesa de fondos, incluidos sistemas del tipo conocido como “hawala”
o sistemas análogos.

En la actualidad, no existen leyes ni procedimientos para regular sistemas ofi-
ciosos de remesa de fondos como el sistema “hawala”.

Párrafo 2 apartado a)

¿Son adecuadas las disposiciones de la Constitución relativas al reclutamiento
militar para tratar específicamente el reclutamiento en Tanzanía de personas para
actividades terroristas fuera de Tanzanía?

 Todo reclutamiento militar se lleva a cabo de conformidad con la Constitución
de la República Unida de Tanzanía. El párrafo 1 del artículo 48 de la Constitución
autoriza al comandante en jefe (en el presente caso el Presidente) a ordenar, entre
otras cosas, que tales fuerzas desarrollen operaciones en defensa de la República
Unida de Tanzanía para cualquier fin, dentro o fuera de Tanzanía, que el coman-
dante en jefe estime oportuno.
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El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información más detallada
sobre las disposiciones legales relativas a armas, municiones y explosivos que
tengan especial pertenencia para este apartado. ¿Hay algún requisito legal para la
obtención de una licencia de tenencia y porte de armas de fuego? ¿Qué controles
legislativos y administrativos se aplican a la importación y exportación de armas,
municiones y otros explosivos?

Las leyes y reglamentos de la República Unida de Tanzanía son estrictos en lo
que respecta a la posesión de armas de fuego. Asimismo, existe un registro central
de todas las armas y municiones en manos de particulares. Las fuerzas de policía
son las encargadas de llevar el registro.

La Ley de seguridad nacional, de 1970

El objeto de esta ley es mejorar las disposiciones relativas a la seguridad del
Estado, hacer frente al espionaje, sabotaje y de más actividades contrarias a los inte-
reses de la República Unida de Tanzanía y conseguir otros fines conexos.

El párrafo 1 del artículo 8 prohíbe la posesión por cualquier persona de armas
o materiales ofensivos sin autoridad legal. Entre esas armas o materiales figuran
cualquier sustancia, material o artículo fabricado o adaptado para causar da-
ños o amenazar con causarlos, como explosivos, municiones y cualquier líquido o
sustancia inflamable o cualquier ácido o gas. La posesión ilícita de estos materia-
les está sancionada con una pena de prisión no superior a 10 años. El párrafo 1 del
artículo 20 dispone que “toda persona que infrinja las disposiciones de la presente
ley, ya sea dentro o fuera del territorio de Tanzanía, es culpable de delito.

La Ley de explosivos, de 1963

Esta ley tiene por objeto fiscalizar la fabricación, importación, exportación,
adquisición, venta, posesión y utilización de explosivos y materiales conexos. El pá-
rrafo 1 del artículo 3 establece la ilicitud de la importación, fabricación, posesión,
adquisición, venta, transmisión, negociación o tráfico de cualquier sustancia explo-
siva, salvo con la aprobación del Comisionado para su utilización en el territorio de
Tanzanía.

Las sanciones previstas son de una multa no inferior a 5 millones de chelines y
una pena de cárcel de 3 a 7 años, o ambas cosas. Sin embargo, los miembros de la
fuerzas militares de Tanzanía que actúen en cumplimiento de sus obligaciones están
exentos de las disposiciones de esta ley.

La parte II de la ley prohíbe la fabricación de explosivos, salvo que el fabri-
cante sea titular de una licencia válida y cumpla los requisitos legales. La parte IV
prohíbe la importación de explosivos sin un permiso válido.

La parte V prohíbe el transporte de explosivos sin autorización y dispone las
condiciones de precaución y seguridad que deben observarse mientras los explosi-
vos se encuentran en tránsito, cualquiera que sea el medio de transporte utilizado.

Las partes VI y VII establecen restricciones a la adquisición, posesión y enaje-
nación de explosivos, así como condiciones para su almacenamiento.
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Ley de armas y municiones, de 1991

El artículo 4 de esta ley prohíbe la posesión, salvo en un almacén público y
con satisfacción de los gastos correspondientes, el porte y el control de cualquier
arma de fuego sin una licencia. Están exceptuados los miembros de las fuerzas ar-
madas. Estas disposiciones se aplican a Tanzanía continental y a Zanzíbar. Hay tam-
bién reciprocidad con los países vecinos, entre ellos Kenya, Malawi, Rwanda,
Uganda y Zimbabwe, en el reconocimiento de las licencias de armas.

La parte III impone restricciones a la exportación e importación de armas y
municiones en Tanzanía, salvo con una licencia válida o si las armas no están desti-
nadas a fines bélicos.

Se prohíbe también a los viajeros que introduzcan armas y municiones en Tan-
zanía, salvo en circunstancias específicas y estrictamente de acuerdo con la legisla-
ción de Tanzanía y las convenciones internacionales. La parte IV establece los re-
quisitos para el almacenamiento de armas y municiones y otros tratos al respecto, y
obliga al importador a obtener una licencia para ello. Únicamente el funcionario
autorizado puede impartir instrucciones sobre el transporte y almacenamiento de
munición. La contravención de estas disposiciones está sancionada con una pena de
seis años de cárcel.

La parte IV incluye disposiciones para la aplicación de esta ley, entre ellas el
establecimiento de oficinas centrales en Dar es Salam y Zanzíbar para registrar los
permisos y licencias otorgados en virtud de la ley; las obligaciones de las personas
que posean o controlen armas y municiones; el mantenimiento de esas armas y en
condiciones de seguridad y las facultades del Ministro para dictar normas e imponer
sanciones a quienes infrinjan las disposiciones de la ley; y la facultad de llevar a ca-
bo registros en búsqueda de armas y de confiscarlas e incautarlas.

La Ley de control de armamentos, de 1991

Con arreglo al artículo 5 de la parte II, el Presidente debe facilitar y garantizar
la formulación y aplicación de una política realista compatible con la seguridad na-
cional en su conjunto para el control de todos los tratos relativos a armamentos en la
República Unida de Tanzanía.

El artículo 11 prohíbe a cualquier persona portar, transportar o tener en su po-
sesión o bajo su control cualquier armamento, excepto en las condiciones estableci-
das por la Junta (creada en la parte II). Este artículo no abarca los armamentos en
poder del Gobierno.

El artículo 12 prohíbe la exportación e importación de armamentos y el artí-
culo 13 prohíbe su fabricación, salvo bajo licencia y supervisión legales. Los artí-
culos 16 y 17 disponen la confiscación de los armamentos relacionados con un de-
lito o los que se encontraren sin propietario. Las infracciones se sancionan con una
pena de cárcel de 7 a 15 años y una multa no superior a 3 millones de chelines, o
ambas cosas.

El artículo 19 prevé los reglamentos que puede dictar el Ministro para la mejor
ejecución de las disposiciones de esta Ley, por ejemplo, a fin de obligar a los fabri-
cantes, importadores o vendedores de armamento a que lleven registros y comuni-
quen su contenido a la Junta.
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Párrafo 2, apartado b)

¿Existe en Tanzanía un órgano especializado en la lucha contra el terrorismo
o incumbe ésta a diversos departamentos u organismos? En este último caso, ¿cómo
se lleva a cabo la coordinación entre las diversas entidades?

¿Define cada organismo su estrategia independientemente o aplica medidas
que se han determinado a un nivel superior? ¿Quién decide esa política y, en su ca-
so, la distribución de tareas entre los organismos?

La Fuerza de Policía de Tanzanía ha creado una dependencia de lucha contra el
terrorismo en la sede del CID. Esa dependencia trabaja en estrecha asociación con
su contraparte en el Servicio de Información y Seguridad de Tanzanía. Esto implica
que la lucha contra el terrorismo en Tanzanía incumbe a diversos departamentos u
organismos oficiales.

La coordinación entre las diversas entidades se hace en reuniones de los jefes
de órganos de defensa y seguridad. Normalmente se fijan reuniones para debatir
cuestiones de seguridad, incluido el terrorismo. En caso de amenaza o incidente te-
rrorista grave, los jefes se reúnen y ordenan la constitución de un grupo especial pa-
ra hacer frente a la amenaza concreta.

Según la gravedad de la cuestión, cada organismo define su estrategia inde-
pendientemente, bajo la responsabilidad constitucional y legal del departamento. Sin
embargo, en caso de una cuestión nacional importante que exija un enfoque pluri-
sectorial, los jefes de órganos de defensa y seguridad determinarán la política y los
miembros del grupo especial conjunto distribuirán las tareas entre los organismos.
El grupo especial conjunto está constituido por el Inspector General de Policía, el
Director General del Servicio de Información de Tanzanía y el Jefe de las Fuerzas
de Defensa.

Párrafo 2, apartado c)

¿Qué disposiciones existen para impedir la entrada en Tanzanía de solicitan-
tes de asilo y las demás personas que se mencionan en el apartado c) del párrafo 2
de la resolución?

La Fuerza de Policía de Tanzanía observa los procedimientos de la Interpol. El
plazo para responder a una petición de un Estado miembro depende de diversos
factores, como la disponibilidad de información adecuada por parte del Estado soli-
citante y también la naturaleza o condición de la solicitud. Las solicitudes urgentes
son atendidas en un plazo de 24 horas. La respuesta a las solicitudes ordinarias pue-
de llevar un mes.

Párrafo 2, apartado d)

El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información y particulares
acerca de las medidas adoptadas para fortalecer las leyes de Tanzanía a fin de
cumplir los requisitos de este apartado, sobre todo en relación con los aspectos
transnacionales de las actividades terroristas.
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El Gobierno de Tanzanía promulgó la Ley de prevención del terrorismo,
No. 21, de 2002, que establece amplias medidas para combatir el terrorismo. Esa ley
define y prohíbe los actos de terrorismo.

Párrafo 2, apartado e)

¿Qué competencia tienen los tribunales de Tanzanía para conocer actos crimi-
nales del tipo siguiente:

• Un acto cometido fuera de Tanzanía por una persona que sea nacional o resi-
dente habitual de Tanzanía (con independencia de que esa persona resida en
ese momento en el país)

Capítulo 16 del Código Penal

El capítulo III trata de la aplicación territorial del Código.

El artículo 6 dispone, entre otras cosas, que la competencia de los tribunales de
Tanzanía a los efectos del código abarca:

b) Cualquier delito cometido por un ciudadano de Tanzanía en cualquier lu-
gar fuera de Tanzanía.

• Un acto cometido fuera de Tanzanía por un nacional extranjero que se en-
cuentre en ese momento Tanzanía

Con arreglo a la Ley de extradición, No. 15, de 1965, los tribunales de Tanza-
nía son competentes para conocer los casos de perpetración de un acto criminal fue-
ra de Tanzanía por un nacional extranjero que resida en ese momento en Tanzanía.

Párrafo 2, apartado f)

Sírvanse proporcionar una lista de los tratados bilaterales y multilaterales so-
bre asistencia recíproca en cuestiones penales y sobre extradición en los que Tanza-
nía sea parte

En caso de que una persona sea detenida con documentos de viaje falsificados,
será procesada de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de pasaportes y documentos de
viaje de Tanzanía, No. 20, de 2002.

¿Cómo protege Tanzanía sus dilatadas fronteras contra cruces no autorizados?

Tanzanía protege sus dilatadas fronteras contra cruces no autorizados mediante
un sistema de vigilancia conjunta en los puntos de entrada. La oficina de inmigra-
ción trabaja en estrecha colaboración con la Oficina de seguridad del Estado y la
Fuerza de Policía para proteger las fronteras.

Párrafo 3, apartado c)

¿Cuál es la base jurídica para la extradición en Tanzanía? En particular:

• Se rige, en algunos aspectos, por la legislación. En caso afirmativo, indíquese
las leyes pertinentes.
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La respuesta es afirmativa.

Tanzanía se rige por la legislación en cuestiones de extradición, siendo las le-
yes correspondientes la Ley de extradición, No.15, de 1965, la Ley de asistencia re-
cíproca en cuestiones penales, de 1991, y la Ley de prevención del terrorismo,
de 2002.

¿Depende en algún aspecto la extradición de la existencia de tratados bilate-
rales? En caso afirmativo, sírvanse proporcionar una lista de los países con los que
Tanzanía ha concertado los tratados bilaterales pertinentes

Esos países son:
Kenya,
Mauricio
Uganda
Zambia.

Párrafo 3, apartado d) y e)

El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información, en relación con
las convenciones y protocolos internacionales pertinentes relativos al terrorismo,
acerca de los progresos realizados por Tanzanía para:

• Hacerse parte en los instrumentos en los que todavía no lo es; y

• Promulgar leyes y adoptar las demás medidas necesarias para aplicar los
instrumentos en los que se ha hecho parte.

Tanzanía ha ratificado ocho convenciones relativas al terrorismo. Se han pre-
sentado proyectos de ley para ratificar las cuatro convenciones restantes.

Párrafo 3, apartado e)

El Comité contra el Terrorismo celebraría recibir información, en relación con
las convenciones y protocolos internacionales pertinentes relativos al terrorismo,
acerca de los progresos realizados por Tanzanía para:

• Hacerse parte en los instrumentos en los que todavía no lo es;

• Promulgar leyes y adoptar las demás medidas necesarias para aplicar los
instrumentos en los que se ha hecho parte.

Véase lo dicho en relación con los apartados d) y e) del párrafo 3.

Párrafo 3, apartado e)

Habida cuenta de que Tanzanía sólo ha ratificado hasta la fecha 4 de los 12
instrumentos pertinentes y reconoce (respuesta al apartado d) del párrafo 2) la ne-
cesidad de fortalecer las leyes nacionales vigentes para incluir el aspecto del terro-
rismo, el Comité contra el Terrorismo quedaría reconocido si se especificara la de-
claración de que Tanzanía “cumple plenamente las convenciones y protocolos a que
se hacen referencia en este apartado”.
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Tanzanía ha ratificado ocho convenciones relativas al terrorismo. Se están ela-
borando proyectos de ley para ratificar las cuatro convenciones restantes.

¿Se han incluido los delitos enunciados en las convenciones y protocolos in-
ternacionales pertinentes como delitos que dan lugar a la extradición en los trata-
dos bilaterales correspondientes en los que Tanzanía es parte?

Delitos que dan lugar a la extradición

1. Homicidio con circunstancias agravantes y delitos análogos

• Asesinato, tentativa de asesinato y confabulación para cometer asesinato,

• Homicidio.

2. Lesiones sin resultado letal

• Heridas o lesiones graves,

• Agresión con daño corporal u otro tipo de agresión con circunstancias agra-
vantes sancionado con una pena de cinco o más años de cárcel.

3. Rapto, violación y delitos análogos

• Violación, desfloración, trato carnal ilícito,

• Agresión inmoral,

• Aborto y delitos conexos,

• Sustracción de niños,

• Rapto y encarcelamiento con falsos motivos,

• Proxenetismo.

4. Estupefacientes y drogas peligrosas

• Delitos relacionados con los estupefacientes,

• Delitos relacionados con el tráfico de drogas peligrosas.

5. Daños a los bienes

• Daños intencionados a los bienes,

• Incendio provocado.

6. Falsificación de moneda y delitos análogos

• Falsificación y alteración de moneda y utilización de moneda falsificada o
alterada,

• Delitos relativos a la falsificación de moneda,

7. Apropiación indebida, fraude y delitos análogos

• Hurto y delitos conexos,

• Apropiación fraudulenta, robo con allanamiento de morada, robo, robo con
violencia,

• Amenazas por carta o de otro modo con intención de extorsionar; intimidación,
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• Obtención de dinero o bienes con falsos pretextos,

• Perjurio e incitación al perjurio,

• Soborno y corrupción,

• Quiebras fraudulentas y cualquier otro tipo de delito tipificado en las leyes de
quiebras.

• Apropiación fraudulenta, fraude,

• Receptación.

8. Piratería y delitos análogos

• Piratería según el derecho de las naciones,

• Hundimiento o destrucción de un buque en alta mar o derribo o destrucción de
una aeronave en vuelo, o tentativa o confabulación para hacerlo,

• Asalto a un buque en alta mar o a una aeronave en vuelo con el propósito de
causar muerte o graves daños corporales,

• Rebelión o confabulación para la rebelión por parte de dos o más personas a
bordo de un buque en alta mar o de una aeronave en vuelo contra la autoridad
del capitán.

Párrafo 3, apartado g)

¿Es posible con arreglo a la legislación de Tanzanía que las solicitudes de ex-
tradición de presuntos terroristas sean denegadas por motivos políticos?

La respuesta es afirmativa.

El párrafo 1 del artículo 16 de la Ley de extradición dispone, entre otras cosas
que, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 17, no se entregará a ningún delin-
cuente fugitivo ni a ninguna persona detenida de conformidad con la parte III de
esta ley:

a) “Si el delito respecto del cual se pide la entrega o el delito especifi-
cado en el mandamiento de detención, según sea el caso, es de carácter políti-
co, o si resulta de la petición de entrega, o de la solicitud de ejecución de un
mandamiento de detención y devolución de la persona nombrada en él, que lo
que se persigue de hecho es sancionar a esa persona o tratar de sancionarla por
un delito de carácter político.”

Ahora bien, este artículo no se aplica a los casos relacionados con el terroris-
mo. El artículo 39 de la Ley de prevención del terrorismo dice, entre otras cosas:

“No obstante lo dispuesto en la Ley de extradición de 1965, se considera-
rá que todo delito que cause

a) La muerte o lesiones graves a una persona, o

b) Daños graves a bienes

no es, a los efectos de la extradición con arreglo a la presente Ley, un delito de
carácter político ni un delito relacionado con un delito político o inspirado por
motivos políticos.”
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Al Comité contra el Terrorismo le sería útil recibir ejemplares de textos
actualizados, o referencias de Internet, de las siguientes leyes:

• Ley de represión de la delincuencia económica y de la delincuencia organiza-
da, de 1984.

• Ley del producto del delito, de 1991.

• Ley de asistencia recíproca en cuestiones penales, de 1991.

• Ley de prevención del terrorismo, de 2002.

Todas las leyes citadas en el presente informe pueden consultarse en el
siguiente sitio en la Web: http://www.parliament.go.tz.


